Radicación: 660013109004-2019-00006-01
Accionante: Zulmarina Grisales Trejos
Accionado: Dirección General de Sanidad de la Policía Nacional
Decisión: Confirma y adiciona

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / NATURALEZA / CARÁCTER FUNDAMENTAL / TRATAMIENTO INTEGRAL / IMPORTANCIA Y PROCEDENCIA.
El artículo 49 de nuestra Carta Magna ha establecido el derecho a la salud como un servicio público esencial, el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será este último el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población; es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha recalcado la autonomía de ese derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana, tesis que fue reforzada por medio de la Ley 1751 de 2015, a través de la cual se regula el derecho fundamental a la salud. (…)
Para efectos de resolver lo concerniente a la solicitud de tratamiento integral que pretende la actora, se debe recordar que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega o dilata indefinidamente uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente, por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, e impedir así una amenaza en sus derechos.(…)
Sobre la protección del principio de integralidad en las decisiones de tutela, el Máximo Tribunal constitucional ha precisado:

“Frente al principio de integralidad en materia de salud, la Corte Constitucional ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, es la relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, hace mención a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas. 

Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.
… es indiscutible que ya hay unas enfermedades de base, específicas y determinadas, que probablemente requieran de un tratamiento indefinido y constante, y dentro de las cuales pueden haber insumos, procedimientos y medicamentos que se encuentren por fuera del POS, y por ende conlleva a la ineludible protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar esas enfermedades, como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, ello como una garantía mínima que se debe preservar por parte de la EPS…
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 MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, cuatro (04) de abril de dos mil diecinueve (2019) 

Hora: 10:30 a.m. 
Aprobado por Acta No. 345 
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	660013109004-2019-00006-01

	Procedencia: 
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira

	Accionante:   
	Zulmarina Grisales Trejos 

	Accionado:
	Dirección General de Sanidad de la Policía Nacional    

	Decisión: 
	Confirma  y adiciona


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora ZULMARINA GRISALES TREJOS, en contra del fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira el 28 de febrero de 2019, mediante el cual concedió la solicitud de amparo constitucional invocada por la accionante pero negó la petición de tratamiento integral.

ANTECEDENTES:

La señora ZULMARINA GRISALES TREJOS instauró acción de tutela en contra la Dirección de Sanidad Policía Nacional DISAN, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la salud, a la vida y a la dignidad humana. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud son los siguientes:  

Indicó la accionante que padece dolor crónico, espondilosis con radioculopatía y trastornos de los discos intervertebrales no especificado, por lo que el Neurocirujano tratante desde el 19 de abril de 2018 le prescribió los exámenes médicos de “RIZOTOMIA POR RADIOFRECUENCIA FACETARIA C4, C5, C6 Y C7 BILATERAL, RIZOTOMIA POR RADIOFRECUENCIA FACETARIA Y SACROILIACA L4, L5 y S1 BILATERAL y CONTROL POR CLÍNICA DEL DOLOR (NERUROCENTRO) un mes posterior a los procedimientos”

En virtud de lo anterior, procedió a realizar el trámite pertinente para la práctica de los servicios médicos ante las instalaciones de Sanidad, frente a lo cual la indicación impartida por la entidad fue la de diligenciar un formato de solicitud y justificación ante el Comité Técnico Científico de procedimientos, formulario que solo 4 meses después de generada la orden médica fue debidamente recepcionado por el personal de la entidad.

Expresó que en varias ocasiones, ha indagado al personal encargado en Sanidad de la recepción del formato de solicitud y justificación, frente a lo cual le indican que se encuentra en estudio en Bogotá, sin saber cuánto tiempo más deba esperar. 
Resaltó la accionante que han transcurrido más de 9 meses desde que el especialista en neurocirugía le prescribió los exámenes en mención, los cuales son indispensables para el tratamiento de sus patologías, debido a que aunque estas no son curables, con los servicios de salud ordenados por el especialista se puede mejorar su calidad de vida.
PRETENSIONES:

De acuerdo a los anteriores hechos, solicitó que se tutelen sus derechos constitucionales a la salud, vida y dignidad humana, y en consecuencia, se ordene a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional DISAN, iniciar los trámites que sean necesarios para autorizar y llevar a cabo la práctica de los exámenes médicos de “RIZOTOMIA POR RADIOFRECUENCIA FACETARIA C4, C5, C6 Y C7 BILATERAL, RIZOTOMIA POR RADIOFRECUENCIA FACETARIA Y SACROILIACA L4,L5 y S1 BILATERAL”, conforme a las prescripciones del médico tratante. 

Adicionalmente, solicitó que se ordene a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional DISAN suministrar el tratamiento integral que requiere para sus patologías.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Cuarto Penal del Circuito, Despacho que avocó el conocimiento de la actuación el día 14 de febrero del año que avanza, y ordenó la notificación y traslado a la Dirección General de Sanidad de la Policía Nacional para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. Más adelante ordenó la vinculación del Director de Seccional de Sanidad de Risaralda.  

Finalmente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 28 de febrero de 2019 tutelar los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de los cuales es titular la señora ZULMARINA GRISALES TREJOS. En consecuencia, dispuso en la parte resolutiva de dicho proveído, entre otras cosas: 

“SEGUNDO: Ordenar a la Dirección de Sanidad Policía Nacional –Seccional Risaralda de esta ciudad, en cabeza del jefe de dirección o quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir de la notificación de este fallo proceda a autorizar y efectivizar la práctica a favor de la señora ZULMARIN GRISALES TREJOS, de los exámenes médicos denominados Rizotomia por Radiofrecuencia facetaria C4, C5, C6 y C7 Bilateral y Rizotomia por radiofrecuencia facetaria y sacroiliaca L4, L5, S1 Bilateral conforme a las prescripciones del médico tratante…”
Lo anterior, por cuanto del análisis de la información obrante en el expediente, encontró la Juez A Quo que en efecto, la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda ha vulnerado los derechos fundamentales de la señora GRISALES TREJOS, pues pese a que desde agosto del año anterior realizó el diligenciamiento del formato de solicitud y justificación ante el Comité Técnico Científico, a la fecha no se ha recibido pronunciamiento frente a la realización de los mismos, desconociendo los motivos por los cuales han retardado la autorización de los exámenes prescritos a la accionante, situación que afecta a la paciente en su salud, integridad personal y calidad de vida. 
No obstante lo anterior, consideró la Juez que se debía negar la solicitud concerniente al tratamiento integral, pues en criterio suyo, en el presente asunto no hay soportes que permitan concluir que la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional haya negado sistemáticamente los servicios de salud a la accionante, sino que, lo que sucedió fue una demora en el suministro de algunos servicios y la negativa de un servicio excluido del plan de beneficios, por lo que no consideró viable emitir una orden indeterminada respecto a servicios médicos que no han sido prescritos aún por el médico tratante.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Una vez notificada la decisión de instancia, fue impugnada por la señora ZULMARINA GRISALES TREJOS, quien manifestó su inconformidad frente a la negativa del despacho en la concesión del tratamiento integral; indicó la accionante que si bien es cierto la entidad accionada no le ha negado los servicios de salud, no se puede dejar de lado que la demora en la efectiva prestación de los mismos ha desmejorado su estado de salud, además señaló que en el escrito de tutela aportó una orden médica para control por clínica de dolor para que este fuera realizado un mes después de realizados los exámenes médicos prescritos por el especialista en neurocirugía, control que no se ha podido realizar debido a la demora por parte de la entidad accionada en la autorización y practica de los mismos, razón por la cual se hace necesario que se acceda a la solicitud de un tratamiento integral.
Por lo anterior, solicitó que se ordene a la Dirección de Policía Nacional DISAN dispensar el tratamiento integral que requiera para tratar las patologías de “Dolor Crónico, Espondilosis con Radiculopatia, trastornos de los discos intervertebrales no especificado”. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017, por ser el superior jerárquico del Despacho que profirió la sentencia de primera instancia.  

2. Problema Jurídico: 

Corresponde a esta Corporación establecer si en el presente asunto, hay lugar a adicionar la decisión de primera instancia, en el sentido de conceder en favor de la señora ZULMARINA GRISALES TREJOS el tratamiento integral que reclama, con ocasión de las patologías que puso en consideración con su escrito de tutela. 

3. Solución: 

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Sobre el derecho a la salud: 

El artículo 49 de nuestra Carta Magna ha establecido el derecho a la salud como un servicio público esencial, el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será este último el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población; es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha recalcado la autonomía de ese derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana, tesis que fue reforzada por medio de la Ley 1751 de 2015, a través de la cual se regula el derecho fundamental a la salud. 

Sobre la orden de tratamiento integral: 

Para efectos de resolver lo concerniente a la solicitud de tratamiento integral que pretende la actora, se debe recordar que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega o dilata indefinidamente uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente, por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, e impedir así una amenaza en sus derechos. 
Así lo ha expuesto el órgano de cierre Constitucional:

“La jurisprudencia constitucional ha señalado que el principio de integralidad impone su prestación continua, la cual debe ser comprensiva de todos los servicios requeridos para recuperar la salud. La determinación y previsión de los servicios requeridos para la plena eficacia del derecho a la salud, como reiteradamente se ha señalado, no corresponde al usuario, sino al médico tratante adscrito a la EPS, de la siguiente manera: 

“La atención y tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud”. 

“Así, la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.

“En consecuencia, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse, no autoriza el transporte medicalizado necesario para acceder al tratamiento o aminorar sus padecimientos, todos los cuales hayan sido prescritos por el médico tratante. No importa si algunos de los servicios en salud son POS y otros no lo son, pues “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”.
 (Negrillas y subrayas propias de la Sala). 

Sobre la protección del principio de integralidad en las decisiones de tutela, el Máximo Tribunal constitucional ha precisado
:

“Frente al principio de integralidad en materia de salud, la Corte Constitucional ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, es la relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, hace mención a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas. 

Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.

Dado lo anterior, es procedente el amparo por medio de la acción de tutela del tratamiento integral, pues con ello se garantiza la atención, en conjunto, de las prestaciones relacionadas con las patologías de los pacientes previamente determinadas por su médico tratante. 

Sin embargo, en aquellos casos en que no se evidencie de forma clara, mediante criterio, concepto o requerimiento médico, la necesidad que tiene el paciente de que le sean autorizadas las prestaciones que conforman la atención integral, y las cuales pretende hacer valer mediante la interposición de la acción de tutela; la protección de este derecho lleva a que el juez constitucional determine la orden en el evento de conceder el amparo, cuando se dan los siguientes presupuestos: 

“(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable”. (…)”

En el caso concreto, verificada la información obrante en el expediente, encuentra esta Corporación que la señora ZULMARINA GRISALES TREJOS presenta los siguientes diagnósticos clínicos: “DOLOR CRÓNICO, ESPONDILOARTROSIS CERVICAL Y LUMBAR, DISCOPATIA MÚLTIPLE CERVICAL Y LUMBAR”
, padecimientos que fueron puestos en conocimiento a través de esta acción constitucional. Además, es del caso considerar que el médico tratante, en la suscripción del formato de solicitud y justificación ante el Comité Técnico Científico, señaló: “paciente con dolor que interfiere con su calidad de vida, bloqueos logran solo manejo temporal, no hay respuesta al tratamiento médico, la Rizotomía puede lograr alivio prolongado al dolor”. 
En ese sentido, es indiscutible que ya hay unas enfermedades de base, específicas y determinadas, que probablemente requieran de un tratamiento indefinido y constante, y dentro de las cuales pueden haber insumos, procedimientos y medicamentos que se encuentren por fuera del POS, y por ende conlleva a la ineludible protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar esas enfermedades, como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, ello como una garantía mínima que se debe preservar por parte de la EPS, la cual tiene el deber de gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes para su efectiva recuperación, especialmente en este caso, en que se ha tornado evidente la falta de diligencia de la Dirección de Sanidad Policía Nacional- Seccional Risaralda para con la señora ZULMARINA GRISALES TREJOS. 

De acuerdo a lo dicho hasta ahora, considera pertinente esta Colegiatura adicionar un numeral a la decisión evaluada, para ordenarle a la Dirección de Sanidad Policía Nacional- Seccional Risaralda que, en lo relacionado con las patologías señaladas anteriormente, se le brinde a la señora ZULMARINA GRISALES TREJOS un tratamiento integral, dentro del cual se le deberá garantizar, sin ningún tipo de dilación todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y seguimiento, y cualquier otro componente que sus médicos tratantes estimen necesarios para el restablecimiento de su salud. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, el 28 de febrero del presente año, en el que tuteló los derechos fundamentales a la salud y vida digna de la señora ZULMARINA GRISALES TREJOS.

SEGUNDO: ADICIONAR un numeral a la decisión de primera instancia, en el sentido de ordenar a la DIRECCIÓN DE SANIDAD POLICÍA NACIONAL- SECCIONAL RISARALDA que en lo relacionado con las patologías denominadas “DOLOR CRÓNICO, ESPONDILOARTROSIS CERVICAL Y LUMBAR, DISCOPATIA MÚLTIPLE CERVICAL Y LUBAR”, se le brinde a la señora ZULMARINA GRISALES TREJOS un tratamiento integral, dentro del cual se le deberá garantizar, sin ningún tipo de dilación todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y seguimiento, y cualquier otro componente que sus médicos tratantes estimen necesarios para el restablecimiento de su salud. 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-022 de 18 de enero de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-576/08


� Ver folio 12
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